
 

 

INICIATIVA QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 128 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL DIP. WALDO FERNÁNDEZ GONZÁLEZ (PRD) 

Planteamiento del problema 

La presente iniciativa tiene como propósito coadyuvar en el Sistema Nacional Anticorrupción, haciendo énfasis en 

lo indispensable que es el que se concrete, en las acciones cotidianas, el primer compromiso público que, a través 

de la protesta, hacen los funcionarios o representantes populares que integran los tres poderes de la Unión, para 

estar en aptitud de iniciar el ejercicio de las funciones del cargo que se les hubiere conferido. Esto es, el de guardar 

o cumplir las disposiciones contenidas en la Carta Magna y en las leyes que de ella emanen. 

El artículo 128 de nuestra norma suprema, señala que: “Todo funcionario público, sin excepción alguna, antes de 

tomar posesión de su encargo, prestará la protesta de guardar la Constitución y las leyes que de ella emanen”. 

La protesta constitucional no es una expresión de disgusto o insatisfacción. La protesta, como sabemos, significa el 

compromiso de cumplir y hacer cumplir la Constitución. Aplicar puntual e ineludiblemente esas disposiciones 

constitucionales y legales en el ámbito jurídico que a cada funcionario le corresponda y hacer que se apliquen. Esa 

es la obligación que se adquiere al rendir la protesta constitucional, la cual es sinónimo de promesa o juramento. Es 

comprometer la palabra y, con ella también, el honor y la dignidad de quien la realiza. 

Es por ello, que los motivos que obligan a legislar al respecto, se centran en la percepción de debilidad 

gubernamental y ausencia del estado de derecho, que comparte una considerable población de muchas entidades 

federativas, al escuchar al estado de derecho sólo en frases acuñadas utilizadas frecuentemente en los discursos 

oficiales, aunque la realidad se perciba completamente distinta. 

Para la sociedad en general, lo que se percibe es una corrupción innegable, tan es así que en esta Legislatura LXIII, 

se aprobaron oportunamente las iniciativas que se le presentaron por el Ejecutivo federal, a las que se les realizaron 

las reformas o adiciones que se estimaron necesarias, para integrar el Sistema Nacional Anticorrupción. 

Es de subrayarse que la corrupción sobresale en las áreas más sensibles de la sociedad, que son aquellas de la 

seguridad pública, la procuración y la administración de justicia, en las que la acción del Estado debe estar 

cotidianamente presente, porque diarios o cotidianos son los requerimientos sociales de esos indispensables 

servicios públicos, para convivir en armonía y en recíproco respeto y para darle sentido al contrato social. Que no 

se corra el riesgo de que la inseguridad rebase sus límites y se torne en riesgo para la seguridad nacional. 

Abusos de grupos probadamente minoritarios que repercuten en amplios sectores de la sociedad con daños 

económicos, políticos, sociales y culturales e incluso con lesiones a la integridad física de las personas y que 

inciden lastimosa y esencialmente en las clases más desprotegidas, que cada día son más, como consecuencia 

natural de la falta de condiciones de tranquilidad y armonía indispensables para el crecimiento y desarrollo de una 

sociedad que trabaja para alcanzar otra etapa superior en el crecimiento y desarrollo entre las naciones. 

Conductas de líderes, gobernantes y funcionarios que han desviado el camino correcto del servicio público, así 

como criminales organizados o no, que disponen de las posesiones y a veces de la vida de los trabajadores de todas 

las clases sociales y así llenan los bolsillos sin importarles, a ninguno de ellos, la miseria de millones de mexicanos 

marginados del alimento y la justicia. 

En esta lamentable abundancia de conductas ilegales y de casi concomitantes acciones y omisiones intencionales 

de un gran número de funcionarios, sobre todo del ámbito de la seguridad pública y de procuración y 

administración de justicia, es indispensable tener conciencia, como ya la posee, afortunadamente, la sociedad en 

general, que la impunidad y la corrupción van de la mano; que tienen como fuente incontestable y al parecer 



 

 

inagotable la no aplicación de la ley, incumpliendo indudablemente el compromiso que contiene la protesta, 

juramento o promesa que hicieron por mandato del artículo 128 constitucional y de otros preceptos 

constitucionales y legales que lo reiteran. 

El incumplimiento anterior, para enojo y frustración ciudadana, normalmente es de manera intencional y cuando la 

ley se aplica, en muchos casos, se ha hecho con interpretaciones dolosamente torcidas e interesadas en 

salvaguardar intereses contrarios a los de la justicia que clama y reclama nuestra sociedad bastante indignada, 

cuando ve, constantemente, cómo se anteponen el miedo y los intereses personales, económicos o no, a los 

intereses generales de la sociedad a la que se sirve o se pretende servir. Cuando la sociedad se entera cómo salen 

impunes muchos criminales, aún los confesos y con evidencias bastantes de su responsabilidad y cómo difícilmente 

entran a prisión los servidores públicos ostensiblemente corruptos. 

Consideraciones 

De acuerdo a las cifras arrojadas por la Encuesta Global de Fraude y Percepción de Corrupción 2016, llevada a 

cabo por la firma Ernst & Young, México se ubicó en la sexta posición en percepción de prácticas de corrupción y 

sobornos
1
 . 

México tiene un crecimiento en la percepción de la incidencia de corrupción, en 2012 la encuesta reveló que ésta 

era de 60 por ciento en 2016, este indicador se disparó hasta el 82 por ciento de los encuestados, es decir, los 

mexicanos perciben un aumento en la corrupción dentro del país. 

No sólo la percepción no ha mejorado, sino que las cifras oficiales tampoco, los niveles de corrupción en México 

no han mejorado en los últimos 3 años, con fundamento en el Índice de Percepción de la Corrupción 2015 de 

Transparencia Internacional (Transparency International, ONG), la organización no gubernamental establece que 

México ocupaba en el año 2012 el lugar 105 dentro de los 175 países más corruptos
2
 . 

A 2015, México ocupa el lugar 95, mostrando sólo un punto de mejora en los indicadores, es decir, actualmente 

México, recibe 35 puntos de 100 posibles y en 2014 recibía 34 de 100
3
 , cifra que es muy desalentadora, ya que 

aún con todos los esfuerzos emprendidos por el gobierno no se ha logrado una mejora significativa en la lucha 

contra la corrupción. 

De acuerdo con Transparencia, México se mantiene por detrás de las economías más consolidadas y de sus 

principales competidores económicos; además, subrayó que nuestro país se colocó en el último puesto entre los 

países que conforman la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). 

La organización, que promueve medidas contra la corrupción política en el ámbito internacional, recordó que el 

costo de la corrupción en nuestro país es de 1.5 billones de pesos al año, cifra que equivalente a una quinta parte 

del producto interno bruto (PIB), según cifras emitidas por el Centro de Estudios Económicos del Sector Privado 

(CEESP). 

Según otras fuentes, la corrupción en sus distintas clases genera pérdidas en México por 900 mil millones de pesos 

al año, reveló el Instituto Mexicano para la Competitividad (Imco) en el informe ¨La corrupción en México: 

Transamos y no avanzamos¨.
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“La corrupción no solamente provoca daños económicos, también debilita a los gobiernos, hace más difícil la 

gobernabilidad y la estabilidad de una región o un país, generando desconfianza de los ciudadanos hacia los 

gobernantes, dando como resultado el debilitamiento del tejido social”. 



 

 

Por su parte el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, en su última Encuesta Nacional de Calidad e Impacto 

Gubernamental difundida el año pasado y donde se miden las experiencias de la población al enfrentar una 

situación de corrupción que se genera en la realización de trámites, solicitudes de servicios y otros contactos con 

servidores públicos. Mostro que el mayor porcentaje de experiencias de este tipo, es el contacto con autoridades de 

seguridad pública que registró 50.6 por ciento, seguido del de permisos relacionados con la propiedad, con 24.8 por 

ciento
5
 . Es decir, la percepción de corrupción no solo se da en las esferas políticas, sino que se siente y se vive con 

los servidores públicos que interactúan directamente con los ciudadanos como lo son: policías, ministerios públicos 

y empleados municipales. 

Por lo anterior, la protesta o juramento o promesa, de cumplir y hacer cumplir la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y las leyes que ella emanan, debiera constituir el acto solemne más eficaz para impedir 

que los servidores públicos falten a su palabra, pero lamentablemente no ha sido suficiente para ello como se ha 

dado cuenta. 

Esta norma constitucional ha sido reiterada en la propia carta Magna e independientemente de que la protesta debe 

hacerse por todos los servidores públicos sin excepción, en diversos dispositivos se señalan formas específicas para 

hacerlo según trate del Poder Legislativo, Ejecutivo o Judicial. 

En conclusión, en la protesta del cargo, el servidor público se obliga estrictamente a cumplir y hacer cumplir la 

Constitución y las leyes que de ella emanen. Es decir se trata de un juramento de lealtad al orden jurídico vigente. 

Para empujar el indispensable cumplimiento del mandato constitucional contenido en el artículo 128 y en los otros 

preceptos mencionados de la Carta Magna, es que se hace esta propuesta, pues resulta jurídicamente necesario que, 

de manera aparejada al incumplimiento de ese juramento o promesa que implica la protesta constitucional, exista 

como consecuencia una sanción por perjurio constitucional en los términos que la legislación penal establezca y 

que sirva para que mujeres y hombres que se dediquen al servicio público sepan que debemos cumplir con nuestra 

palabra y que con ella, como dijimos al inicio de esta exposición de motivos, se da en prenda nuestro honor y 

nuestra dignidad. 

Que el compromiso de cumplir y hacer cumplir la Constitución y las leyes que de ella emanan, contenido en la 

protesta constitucional, no es simplemente un solemne protocolo previo y necesario para estar en aptitud de iniciar 

el ejercicio de las funciones del cargo que se nos confiere, sino un compromiso público que debe honrarse 

ineludiblemente y no un agravio a la ciudadanía que quede impune. Por ello se propone que la sanción que en su 

oportunidad se establezca en la legislación penal, aun cuando no sea elevada, les impida caminar con la frente en 

alto, aunque muchos lo hicieren hipócritamente, sabiendo que no cumplieron la palabra empeñada. 

Que mujeres y hombres, siendo o ya no siendo servidores públicos, sean señalados con razón suficientemente 

probada, que no son dignos de ser o de haber sido funcionarios públicos y que de esta manera se dé ejemplo y 

constancia a la sociedad que los cargos públicos ya no significarán oportunidad de enriquecimiento indebido y 

aplicación caprichosa y deshonesta de la ley, en su caso, sino una entrega constante a los demás, para fortalecer, 

día con día, la tranquilidad, la convivencia con respeto a los otros y así promover el desarrollo del país, con la 

justicia que conlleva la aplicación con sentido humano, pero firme, del orden jurídico que regula la vida en 

sociedad. 

¿Cuál sería entonces el objeto de las leyes si no han de cumplirse? 

Fundamento legal 

El suscrito, Waldo Fernández González, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución 

Democrática en la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, y 



 

 

135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno de la Cámara de Diputados, el siguiente 

proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un párrafo segundo al artículo 128 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos 

Artículo Único. Se adiciona un párrafo segundo al artículo 128 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 128 

... 

La protesta referida no solo es un acto protocolario previo al inicio del ejercicio de las funciones del cargo 

conferido sino un compromiso público cuyo incumplimiento no puede constituirse en agravio impune a la 

ciudadanía. Por ello, a los funcionarios a quienes se les acredite haber incumplido con esa promesa, 

mediante acción u omisión intencional, relativas a las obligaciones o atribuciones que legalmente el cargo les 

otorga, se les aplicará sanción por perjurio constitucional, en los términos que señale la legislación penal; 

independientemente de aquellas que les pudieran corresponder por faltas administrativas o delitos distintos 

que, en su caso, hubieren cometido. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Notas 

1 Disponible en la página de la organización  

http://www.ey.com/Publication/vwLUAssets/EY-encuesta-global-sobre-fraude-2016-resumen-ejecutivo/  

$FILE/EY-encuesta-global-sobre-fraude-2016-resumen-ejecutivo.pdf  

fecha de consulta: 31 de agosto de 2016. 

2 Disponible en la página de la organización http://www.transparency.org/cpi2012/results fecha de consulta: 30 de agosto de 2016. 

3 Disponible en la página de la organización: http://transparencia.org.es/wp- content/uploads/2016/01/tabla_sintetica_ipc-2015.pdf fecha 

de consulta: 30 de agosto de 2016. 

4 Disponible en la página del Imco: http://imco.org.mx/indices/documentos/2015_ICI_Libro_La%20corrupcion_en _Mexico.pdf fecha de 

consulta: 30 de agosto de 2016. 

5 Disponible en la página del Inegi:  

http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/encuestas/hogares/especiales/encig/2015/  

doc/encig15_principales_resultados.pdf fecha de consulta: 30 de agosto de 2016. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de octubre de 2016. 

Diputado Waldo Fernández González (rúbrica) 


